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ASUNTO
Resuelve la Sala lo que en derecho corresponda con ocasión de la acción de tutela que promueve el señor ÓSCAR DE JESÚS GARCÍA LÓPEZ, contra el JUZGADO TERCERO PENAL DEL CIRCUITO LOCAL, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales. 
ANTECEDENTES

Relata el accionante que el 6 de noviembre de 2014 cuando se encontraba laborando para el Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Belén de Umbría-Risaralda, sufrió una fuerte contusión en la rodilla lo cual le implicó que el médico de la ARL Axa Colpatria lo incapacitara desde ese día y hasta el 18 de abril de 2015. Señala que el 23 de enero de 2015 fue contratado nuevamente por esa entidad hasta el 22 de marzo de 2015, el cual fue objeto de prórrogas hasta el 31 de diciembre de 2015, cuando asegura, que fue despedido sin justa causa a pesar de que todavía se encontraba incapacitado, puesto que por la lesión sufrida en noviembre de 2014, debió ser incapacitado nuevamente el 13 de noviembre de 2015 y hasta el 8 de febrero de 2016.
Por considerar que fue despedido con vulneración de su derecho a la estabilidad laboral reforzada, el señor García interpuso acción de tutela en contra del Cuerpo Oficial de Bomberos Voluntarios de Belén de Umbría, la cual fue tramitada por el Juzgado Tercero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Pereira, bajo el radicado 2016-00022-00 invocando para ello la protección a los derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada, al trabajo, a la vida en condiciones dignas, a la salud y a la seguridad social. La cual fue fallada el 8 de marzo de 2016, concediendo la protección reclamada y en consecuencia de ello se le ordenó al accionado su reintegro en un cargo igual o compatible conforme a las recomendaciones dadas por la ARL Axa Colpatria; también le ordenó pagar el 100% de las incapacidades totales derivadas del accidente de trabajo, al igual que el pago de los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir desde el momento de la terminación del contrato, consignado para ello los aportes a seguridad social. 
El fallo referenciado fue impugnado por la entidad accionada en ese caso, correspondiéndole la segunda instancia al Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, quien en decisión del 13 de mayo de 2016 revocó en su integridad la decisión de primera instancia y declaró improcedente la tutela por considerar que él podía acudir para solucionar la controversia laboral a la justicia ordinaria. Afirma el libelista, que el 24 de mayo de 2016 se dirigió a las instalaciones de ese Despacho judicial para presentar un escrito manifestando su inconformidad con el fallo de segunda instancia, pero este no le fue recibido puesto que una funcionaria del juzgado, de manera prepotente, le dijo que en ese asunto ya no había nada que hacer y que debía acudir a la justicia laboral. 
Por todo lo narrado, considera el señor Oscar de Jesús que el juez accionado dentro del presente asunto no estudió en debida forma cada una de las pruebas allegadas a la acción de tutela, pues interpretó de manera errónea la fecha de los hechos ignorando que al momento en que le fue terminado el contrato laboral él se encontraba incapacitado para desarrollar cualquier tipo de actividad laboral, por tanto fue despedido sin justa causa y con violación a su derecho a la estabilidad laboral reforzada. Por ello, asegura que esa determinación a parte de vulnerar los derechos fundamentales invocados en esa oportunidad, también viola el debido proceso y el libre acceso a la administración de justicia, además de principios constitucionales por la indebida valoración probatoria. 

Así las cosas, el señor Oscar de Jesús solicita que en aras de proteger  sus derechos constitucionales se decrete la nulidad del fallo de tutela de segunda instancia proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito local el 13 de mayo de 2016 bajo el radicado 2016-0022-01; bajo esas  condiciones, que nuevamente se le ordene al Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Belén de Umbría-Risaralda proceder a reintegrarlo a laborar teniendo en cuenta las recomendaciones impartidas por la ARL Axa Colpatria y realizar los pagos a seguridad social; igualmente, que pague las sumas de dinero adeudadas por cada una de las incapacidades desde el 6 de noviembre de 2014 hasta el 15 de abril de 2015 y desde el 13 de noviembre de 2015 al 18 de abril de 2016, toda vez que su accidente fue de origen laboral, pero a pesar de ello su empleador no le pagó el 100% del salario. Adicionalmente que se le paguen los salarios dejados de percibir desde el 31 de diciembre de 2015 hasta cuando se haga efectivo el reintegro, realizando de eso los respectivos aportes a seguridad social, esto es pensión, salud y ARL. 
TRÁMITE PROCESAL
La presente acción fue admitida el 7 de junio de 2016 mediante auto por medio del cual se ordenó notificar al accionado para que se pronunciara, si a bien debía hacerlo, respecto a los hechos materia de tutela; adicionalmente se vinculó al presente asunto al Juzgado Tercero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Pereira, al Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Belén de Umbría y a la ARL Axa Colpatria. 
RESPUESTA DEL ACCIONADO
Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira; allegó oficio por medio del cual dice que efectivamente profirió decisión de primera instancia dentro de la acción de tutela instaurada por el señor García López en contra del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Belén de Umbría-Risaralda, tutelando los derechos invocados, decisión que fuera recurrida y revocada por el Juzgado Tercero Penal del Circuito local. Anexó copia del cuaderno de tutela tramitada en esa sede judicial. 
Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Belén de Umbría-Risaralda, por intermedio de su apoderado judicial presentó respuesta por medio de la cual solicitó se niegue por improcedente la tutela acá reclamada por el señor García, ello por cuanto en primer lugar la tutela en contra de fallo de tutela no es viable; además, en este caso el accionante no prueba ni siquiera de manera sumaria que se le haya o este causando un perjuicio irremediable que haga procedente la tutela como mecanismo transitorio para resolver el asunto por él propuesto, ello teniendo en cuanta que contrario a lo por él afirmado la terminación de su contrato laboral no se produjo cuando se encontraba incapacitado, sino que se dio el 10 de febrero de 2016, esto es dos días después de que terminó su incapacidad, tal como se indicó en la impugnación a la primera tutela. Adicionalmente, dijo que el conflicto propuesto por el señor Oscar es de orden legal y no constitucional, especialmente si se tiene en cuenta que lo pretendido no es solo el reintegro laboral sino también el pago de unos dineros que en su criterio se le adeudan, mismo que la Juez que falló la tutela en primera instancia ordenó pagar, sin establecer su cuantía, a pesar de que a la contestación a la tutela se le adjuntaron los soportes de los pagos realizados al actor tanto por concepto de las incapacidades. 
Finalmente, señaló que el despido del señor García no se dio sin justa causa, pues se debió a la terminación del contrato que ese cuerpo de bomberos tenía con el municipio de Pereira para la atención de emergencias en esa ciudad. 

ARL Axa Colpatria, informó en su respuesta que el accionante presenta varias novedades de afiliación y retiró laboral del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Belén de Umbría, siendo la última la que tiene como fecha de ingresó el 19 de enero de 2014 y de retiró el 10 de febrero de 2016. Por otra parte indicó que efectivamente el día 6 de noviembre de 2014 se tuvo reporte de que sufrió un accidente laboral lo que le ocasionó una lesión en la rodilla derecha, circunstancia por la cual desde entonces se le vienen prestando los servicios médicos que ha venido requiriendo y en la actualidad se encuentra en proceso de rehabilitación y esa entidad continúa brindándole las prestaciones asistenciales que requiere. Por otro lado, informó que el 10 de marzo de 2016 se emitió concepto para su reintegro laboral con restricciones. 
Juzgado Tercero Penal del Circuito local, dijo que efectivamente profirió decisión de segunda instancia dentro de la acción de tutela que el señor Oscar de Jesús instaurara en el mes de febrero del año que transcurre en contra del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Belén de Umbría-Risaralda, y la cual fuera fallada en primera instancia por parte del Juzgado Tercero Penal Municipal de Conocimiento local, revocando lo decidido por evidenciarse dentro del expediente que la vulneración a la cual el actor hacía relación no existía y que lo propuesto por él es algo que debe ser ventilado ante la justicia ordinaria laboral. 

De otro lado, señaló que la presente tutela está dirigida contra esa determinación constitucional y por ende el amparo solicitado resulta improcedente pues en este caso no se cumplen los requisitos que se deben observar para que ello pueda proceder. 
CONSIDERACIONES
1. Competencia:

Esta Sala de Decisión se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º numeral 2º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Le correspondería a la Sala establecer si en el presente asunto la acción de tutela resulta ser el mecanismo judicial idóneo para buscar la protección de los derechos fundamentales invocados por el señor Oscar de Jesús, los cuales considera vulnerados por parte del Juzgado Tercero Penal del Circuito local, al haber proferido un fallo de tutela de segunda instancia revocando una decisión de primera instancia que le favorecía. 
3. Solución: 
Si bien es cierto, conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante judicial, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley; para poder acceder a ella se deben cumplir una serie de requisitos llamados de procedibilidad que son verificados por el Juez de tutela para establecer la procedencia o no de la tutela invocada.
En ese orden, es necesario anotar que el Decreto 2591 de 1991, estableció las causales específicas de improcedencia de la tutela, indicando que ella no procede cuando se presenta una de las siguientes hipótesis:

i) existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus

iii) Protección de derechos colectivos

iv) Casos de daño consumado

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez, tutela contra sentencias de tutela y la tutela temeraria. 

De allí que sea evidente que uno de los requisitos de procedibilidad de la acción constitucional es que la misma no vaya dirigida en contra de fallos de tutela, puesto que permitir tal cosa sería casi como crear una instancia adicional distinta a las legalmente establecidas que son, la primera y segunda instancia, y la eventual revisión de esos fallos por parte de la Corte Constitucional, que es el máximo órgano de cierre en cuanto a esa especialidad. 
En ese orden de ideas, un fallo de tutela proferido en cualquiera de las dos instancias es susceptible de revisión por parte de la Corte Constitucional, por ende, quien considere que se están vulnerando sus derechos con las decisiones adoptadas en sede de tutela puede insistir directamente ante la Corte Constitucional para que allí sea revisado su asunto. 
Frente al tema la Máxima Guardiana de la constitución en sentencia T-353 de 2012 dijo:

“2.4.2. A partir de la Sentencia SU-1219 de 2001, la Sala Plena de esta Corporación unificó su posición frente a este tema, precisando que las sentencias de tutela, y en general las decisiones que se tomen en el trámite de estos procesos, no pueden ser objeto de controversia constitucional mediante la formulación de una nueva solicitud de amparo, ya que tal proceder, además de mutar la naturaleza jurídica de la acción de tutela, haría que los conflictos jurídicos que se discuten en esa sede tuvieran un carácter indefinido, lo cual atenta no solo contra los principios de seguridad jurídica y cosa juzgada, sino que también genera un grave perjuicio al goce efectivo y real de los derechos constitucionales que la tutela se encamina a garantizar de manera cierta, estable y oportuna[17].
 
En la misma sentencia, la Corte manifestó que los jueces de tutela no son infalibles en sus decisiones y actuaciones, y que no se encuentran exentos de reclamaciones por vulneración de derechos fundamentales, sin embargo, esto no implica la procedencia de la acción de tutela contra sentencias de tutela. En estos eventos, tal como lo señaló la Corte:
 
 “[e]l ordenamiento jurídico colombiano ha establecido un mecanismo de control para evitar la vulneración de los derechos fundamentales mediante sentencias de tutela, en nombre de la defensa de los mismos. (…) El mecanismo constitucional diseñado para controlar las sentencias de tutela de los jueces constitucionales que conocen y deciden sobre las acciones de tutela, por decisión del propio Constituyente, es el de la revisión por parte de la Corte Constitucional. Esta regulación, no sólo busca unificar la interpretación constitucional en materia de derechos fundamentales sino erigir a la Corte Constitucional como máximo tribunal de derechos constitucionales y como órgano de cierre de las controversias sobre el alcance de los mismos. Además, excluye la posibilidad de impugnar las sentencias de tutela mediante una nueva acción de tutela – bajo la modalidad de presuntas vías de hecho – porque la Constitución definió directamente las etapas básicas del procedimiento de tutela y previó que los errores de los jueces de instancia, o inclusive sus interpretaciones de los derechos constitucionales, siempre pudieran ser conocidos y corregidos por un órgano creado por él – la Corte Constitucional – y por un medio establecido también por él – la revisión.”[18] (Negritas fuera del texto original).
 
De modo que las personas que se consideren afectadas por una decisión en sede de tutela, pueden acudir a la Corte Constitucional para solicitar su revisión.
 
En el trámite de selección y revisión de las sentencias de tutela, la Corte Constitucional analiza y adopta la decisión mediante la cual se finaliza el debate constitucional. A través de este procedimiento se garantiza que el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional conozca la totalidad de las sentencias que en materia de tutela se profieren en el país y, con su decisión de no seleccionar o de revisar, defina cuál es la decisión definitiva en cada caso. Así se impide que se presente una cadena de litigios  infinita que se produciría al admitir la procedencia de acciones de tutela contra sentencias de tutela, ya que es previsible que los peticionarios intentarían ejercerla hasta tanto se presente el resultado que consideren más adecuado a sus intereses, lo que implicaría dejar en la indefinición la solicitud de protección de los derechos fundamentales. La Corte Constitucional, en su calidad de órgano de cierre de las controversias constitucionales, termina el debate constitucional y evita que se mantenga abierta una disputa que involucra derechos fundamentales, garantizando así su protección oportuna y efectiva.
 
2.4.3. Siguiendo lo anterior, la Corte concluyó que la improcedencia de la acción de tutela contra sentencias de tutela, obedece a dos propósitos: (i) Evitar que la resolución del conflicto se prolongue “indefinidamente en desmedro tanto de la seguridad jurídica como del goce efectivo de los derechos fundamentales,” y (ii)“brindar una protección cierta, estable y oportuna a las personas cuyos derechos fundamentales han sido vulnerados o amenazados.”[19]
 
2.4.4. Así, en vista de lo señalado, esta Corporación es categórica al sostener que la acción de tutela no es procedente para cuestionar sentencias de tutela, posición reiterada en numerosas ocasiones[20].”
En ese orden, recordando los hechos narrados y las pretensiones planteadas por el accionante en su escrito de tutela, es claro para esta Corporación que lo pretendido por el señor García es usar la tutela para atacar otra sentencia de tutela que fue adversa a sus intereses y por medio de la cual se revocó un fallo de primera instancia que le era favorable. 
Compaginando lo anterior con lo dicho frente a la improcedencia de la tutela contra tutela, es claro para este Juez Colegiado que no es posible decidir de fondo el presente asunto, pues hacerlo sería no solo ir en contravía de la jurisprudencia constitucional, sino también desconocer la autonomía judicial y dar vía a una cierta inseguridad jurídica que pondría a los jueces constitucionales frente a un circulo interminable de acciones constitucionales en donde cada una de las partes que se vea desfavorecida con la decisión de otro juez de tutela, acudiría nuevamente a este mecanismo excepcional y expedito para buscar la satisfacción de sus intereses, hasta que encuentre un eco favorable a las mismas, circunstancia que no se puede permitir, entre otras cosas, porque congestionaría aún más nuestro ya congestionado sistema judicial. 
En conclusión se negará por improcedente la protección constitucional solicitada dentro del presente asunto de acuerdo a lo ya expuesto. Sin embargo, se instará al señor Óscar de Jesús para que, si así lo desea, haga llegar a la Secretaría de la Corte Constitucional solicitud para que eventualmente esa Corporación proceda a revisar su asunto. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENTE el amparo de los derechos fundamentales invocados por el señor ÓSCAR DE JESÚS GARCÍA LÓPEZ en contra del JUZGADO TERCERO PENAL DEL CIRCUITO DE PERERIA, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: INSTAR al señor García López para que si así lo desea, haga llegar a la Secretaría de la Corte Constitucional solicitud para que eventualmente esa Corporación proceda a revisar su asunto.

TERCERO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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